PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORME

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, informe en relación al nuevo conflicto planteado en la Empresa Sulfacid lo siguiente:

a) Motivo de la presencia del personal policial en el ingreso de la empresa Sulfacid a partir del sábado 17 de septiembre del corriente año.
b) ¿Quién ordenó la concurrencia de los agentes policiales tanto dentro como fuera de la empresa?. Especificar la identidad de autoridades empresarias, policiales y gubernamentales.
c) ¿Cuántos móviles y personal policial se dispusieron para el operativo?

d) ¿Por qué a partir de la mañana del sábado 17 de septiembre se estacionaron dos camiones de los bomberos zapadores sobre la banquina y frente al ingreso de la planta?

e) Bajo qué modalidad los efectivos cumplieron con el operativo (como adicionales o dentro de su jornada laboral como método de prevención del delito).
f) Si la empresa abonó algún tipo de prestación dineraria a cambio del servicio. En caso afirmativo cuál sería el monto total abonado.
g) ¿Por qué el Comisario Paquet, a cargo del operativo, impidió el ingreso del legislador Aldo Strada quien intentaba verificar la cantidad de efectivos y móviles policiales  dentro del predio de la empresa?

h) ¿Quién era la persona de civil que filmaba los hechos que acontecían en el ingreso de la empresa, cuya identificación le fuera negada al legislador Aldo Strada?

Sr. Presidente:



El presente pedido de informes se basa en el nuevo conflicto suscitado en la empresa Sulfacid, ubicada en Fray Luis Beltrán de nuestra provincia.




Esta nueva situación -que rompe la tranquilidad de un cordón industrial en pleno crecimiento- tiene su origen en la negativa de la empresa de otorgar un aumento que fuera acordado entre la Cámara Química y la Federación Química y homologado por el Ministerio de Trabajo de la Nación. La negativa se basa en que la empresa no podría absorber el incremento, y para avalar ese planteo presentó ante la cartera laboral lo que se conoce como "procedimiento de crisis", mediante el cual Sulfacid sostiene que en caso de aplicarse la modificación salarial deberían producirse unos 165 despidos.

 


Pero los despidos en Sulfacid son violatorios de las leyes vigentes, de los procedimientos en materia de conflictos laborales y conspiran gravemente contra la paz social. 



Sin embargo, la paz social no se ve amenazada solamente por el no cumplimiento de lo pactado; sino que también la fuerte presencia policial atenta contra la calma en este tipo de conflictos. El pasado sábado 17 de setiembre los efectivos policiales se hicieron notar en la planta, incluso antes de que el gremio tomara alguna medida o se hicieran efectivos los despidos. Hubo duras críticas a la Jefatura de Policía de la Unidad Regional XVII que dispuso que más de 60 policías, fuertemente pertrechados con elementos de represión y una decena de rodados, custodien tanto el interior como el exterior de las instalaciones. Después de la asamblea llevada a cabo por los trabajadores, retornaron al frente de la fábrica en la ruta 11 y se toparon con los efectivos policiales que les impedían ingresar al lugar de trabajo. Después de intensas gestiones ante el Subsecretario de Seguridad de la provincia, Gustavo Peters, se dio orden de retirar el grueso de las fuerzas policiales quedando una guardia exterior de 20 agentes.
 


La empresa Sulfacid pretende salir de este conflicto con algún mecanismo de no cumplimiento del convenio (de aumento salarial) y esa sería una conducta que podrían seguir otros (la patronal de la firma ICI -ex Duperial- advirtió sobre el próximo despido de 70 operarios por problemas económicos). Un convenio paritario firmado por las partes y homologado por el Ministerio de Trabajo es una ley y tiene que ser cumplido. Si las autoridades provinciales no hacen algo y aceptan la ruptura de la institucionalidad, esta actitud va a ser seguida por otros. Concretamente, el caso de ICI, la ex Duperial, estaría en la misma actitud que Sulfacid. 




En el anterior conflicto se reprochaba desde nuestro bloque la actitud del Poder Judicial de la jurisdicción penal con competencia en la zona de San Lorenzo por la invasión de competencias. Fue este mismo Ministro de Gobierno quien realizó declaraciones públicas coincidiendo con este criterio. Si el quebrantamiento de la legalidad se traduce en la actitud de la empresa de no cumplimentar con lo que la ley le ordena, debiera haber sido la autoridad de aplicación, es decir, la Secretaría de Estado de Trabajo quien tendría que haber intervenido para restituir dicha legalidad y no las fuerzas policiales.

 


Es indispensable que desde el poder político se brinde un mensaje muy enérgico hacia empresarios que actúan con un grado de irresponsabilidad muy grande al provocar este tipo de conflictos. Los costos para todos los santafesinos pueden ser muy altos,  y no se ven en dólares; pero la sociedad los sufre porque no tiene una distribución más justa de la riqueza.




Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto. 

